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SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES - FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES, AGRAVADO. - CONDENA- PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD – DOSIFICACIÓN - CONFIRMA – “En este caso se cumplen a cabalidad los requisitos objetivos que prevé el primer inciso del artículo trascrito para imponer al adolescente A.F.M.R. una pena privativa de la libertad, pues para la fecha de comisión del delito contaba con dieciséis años de edad y el punible por el que se le encontró responsable, porte ilegal de arma de fuego, lo sanciona el artículo 365 del Código Penal, modificado por el 19 de la ley 1142 de 2007, con pena de prisión de nueve a doce años. En este caso, además concurrió la causal de agravación punitiva, prevista en el numeral 3 del inciso tercero aquella norma, porque se opuso “resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades”.
(…)

De tal suerte que es la ley la que determina la procedencia de la medida efectivamente impuesta y ella, sin duda, se encuentra en armonía con los preceptos internacionales que regulan la materia, como es el caso de las Reglas de Beijing, que no excluyen la de privación de la libertad; al contrario la tienen prevista para cuando el adolescente incurre en una conducta grave, como la cometida por el joven A.F.M.R., quien incurrió en la de porte ilegal de arma agravado.  

Por ello, tampoco puede acogerse el argumento del impugnante, en cuanto dice que el juez no calificó como agravada su conducta; por el contario, así procedió porque el adolescente, al ser requerido por los agentes de policía que patrullaban el sector donde se desarrollaron los hechos, procedió a amenazarlos y a apuntarles con arma de fuego, hecho aceptado por el procesado al allanarse a los cargos que le fueron imputados. 

La sanción, de acuerdo con la disposición citada, pudo establecerse entre doce y sesenta meses; el juzgado, tomando en cuenta el allanamiento de cargos la estableció en veinticuatro, teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, se reitera, el porte de arma sin permiso de la entidad competente y la resistencia violenta contra los Agentes de Policía, y las condiciones personales y familiares del adolescente, dado que según el informe de la Defensora de Familia, el menor tiene profundos sentimientos de venganza respecto de quienes dieron muerte a su padre y a su abuelo, victimarios que afirma ya tener identificados, siendo este el hecho que mueve los propósitos del joven y que lo llevó a cometer el ilícito objeto del proceso, de ahí que requiera una atención especializada e intensiva por parte del Estado.   
En conclusión, atendiendo a los criterios trazados por los artículos 179 y 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia para la definición de las sanciones, se estima acertada la decisión del juzgado de primera instancia, habida consideración de la gravedad y modalidad de la conducta enrostrada y la situación personal del adolescente, todo lo cual justifica la necesidad de someterlo a un proceso pedagógico obligatorio bajo la restricción de su libertad, en el que los profesionales del equipo interdisciplinario del ICBF, le brinden un tratamiento integral, para su reeducación y rehabilitación. Además, el término de veinticuatro meses establecido atiende a los criterios de ponderación, proporcionalidad y razonabilidad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

       
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio siete (7) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 345 del 7 de julio de 2017

Hora: 11:00 a.m.

Expediente No. 66001-60-01248-2017-00144-01
Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación que interpuso el defensor del procesado, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 17 de mayo pasado, en el proceso que por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, agravado, se adelantó contra el adolescente A.F.M.R.
A N T E C E D E N T E S
1. Dan cuentan los registros que siendo las 21:31 horas del día 3 de marzo de este año, oficiales de la Policía Nacional que se hallaban en labores de patrullaje en el barrio Los Independientes del sector de los 2.500 lotes de la ciudadela Cuba de esta ciudad, observaron un joven en compañía de un adulto; estos, al notar su presencia, asumieron un comportamiento intranquilo y apuraron el paso para intentar evitarlos, pero súbitamente se detuvieron frente a la casa 1 de la manzana 8 de ese lugar desde donde ambos desenfundaron sus respectivas armas de fuego y se dirigieron hacia ellos apuntándoselas; en razón a su reacción inmediata, redujeron al adolescente, quien se vio obligado a arrojar la pistola al suelo, mientras que su acompañante emprendió la huida y abrió fuego contra ellos; los agentes respondieron con tres disparos. Dicho sujeto fue hallado tiempo después con heridas en sus extremidades, se identificó con el nombre de Brayan Monsalve Bedoya y dijo ser el tío del joven. 
El adolescente capturado respondió al nombre de A.F.M.R. y de acuerdo con el  peritaje de balística, el arma que se le incautó corresponde a un revólver marca Ruger, modelo Speed-six, calibre 38 largo, apta para efectuar disparos; los seis cartuchos que la acompañaban son de tipo común, calibre 38 special, marca Indumil 38 special.      
2. El pasado 4 de marzo el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías declaró legal la aprehensión del adolescente A.F.M.R.; la Fiscalía le imputó la conducta punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, con la circunstancia de agravación de que trata el numeral 3 del inciso tercero del artículo 365 del Código Penal, cargos que aceptó; se impartió aprobación al allanamiento y se le impuso la medida de internamiento preventivo en el Centro de Atención Especializado “CREEME” de la ciudad. 
3. En audiencia de imposición de la sanción, realizada el 28 de abril, la Defensora de Familia dio lectura al estudio socio-familiar y psicológico del adolescente, para quien aconsejó se le mantuviera internado en la institución especializada de atención y recibir una terapia psicológica intensiva. Puesto ese informe en conocimiento de los sujetos procesales, no fue objetado. Los últimos fueron escuchados a fin de que sugirieran la posible sanción a imponer; la señora Fiscal y el Ministerio Público propusieron el internamiento en medio semicerrado, mientras que la Defensa solicitó una que no fuera privativa de la libertad.
4. El 17 de mayo del año en curso se dio lectura al fallo en el que se impuso al joven A.F.M.R. como sanción, la privación de la libertad por el término de veinticuatro meses, por haber incurrido en la conducta punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas, accesorios, partes o municiones agravada.

Para decidir así, el juez de primera instancia consideró acreditada la autoría del adolescente en la comisión del delito, pues además de que aceptó los cargos, lo demuestran el informe de policía sobre captura en flagrancia y el dictamen balístico que determinó la aptitud para disparar del arma que le fue incautada. 
A fin de establecer la sanción a imponer, empezó por señalar que de conformidad con las manifestaciones de las partes y el informe rendido por la Defensoría de Familia, el imputado presenta una fuerte problemática a nivel familiar y personal, marcada por los conflictos que se dieron desde su infancia y luego con los homicidios de su padre y de su abuelo, hechos que lo motivaron a buscar retaliaciones contra sus victimarios, a quienes, dice, tiene  ya identificados. 
Explicó además que el porte de armas ha sido considerado por el legislador como de alta gravedad; en este caso, el joven, que para le fecha de los hechos contaba con dieciséis años, no solo portaba una pistola, sino que con ella intimidó, junto con otro sujeto, a oficiales de la Policía y estaba dispuesto a accionarla en su contra, solo que alcanzó a ser reducido, lo que no ocurrió con su acompañante que sí logró dispararles. La conducta es aún más reprochable si se tiene en cuenta que con ella pretende satisfacer su venganza por la muerte de sus parientes.

En esas condiciones y con fundamento en el artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia, estimó que la sanción privativa de la libertad se convierte en la medida más apropiada para las necesidades del adolescente y de la sociedad, pues es indispensable que sea sometido a un programa especializado a efecto de que tome conciencia sobre sus actos y para que no vuelva a incurrir en otras acciones delictivas que pueden ser aún más graves. También concluyó que la sanción sería de veinticuatro meses y no menor por la gravedad de los hechos; tampoco mayor en razón a que aceptó cargos.
5. Inconforme con la decisión, el Defensor del procesado la apeló, con fundamento en los siguientes argumentos: a) la sanción impuesta desatiende el principio de legalidad, pues privar al adolescente de la libertad por un término de veinticuatro meses está en contradicción con los artículos 21, 26 y 187 de la Ley 1098 de 2006 que establecen, en su orden, los derechos a la libertad y al debido proceso de los niños y jóvenes y que dicha sanción solo opera para los delitos de homicidio doloso, secuestro, extorsión y punibles agravados contra la libertad, integridad y formación sexual. La conducta típica ejecutada por el imputado de porte ilegal de armas de fuego no se encuentra enlistada entre aquellas que justifican la privación de la libertad. Al respecto citó precedentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia que consideró aplicables al caso; b) la conducta del menor fue calificada por el funcionario de primera instancia como porte de armas sin agravante alguno, por lo que la trascendencia que a la misma dio, se queda sin sustento y teniendo en cuenta que se trata de una jurisdicción penal especial, el juzgado de conocimiento no podía igualar la sanción para los adolescentes con las penas de los adultos; c) uno de los criterios utilizados por el juez de primera sede para tasar la sanción fue la situación familiar del menor, con lo cual quiere pasarle factura al adolescente por el hecho de no tener padre, ser abandonado por la madre y presentarse disputas entre esta y la abuela del menor por su custodia y cuidado personal, generando esto conflictos en el interior de la familia ajenos a la voluntad del adolescente víctima de esta disputa; tales dificultades parentales, que originaron la actuación reprochable del menor, no se suplen con la privación de la libertad; d) la Defensora de Familia, en la audiencia de imposición sanción,  incurrió en extralimitación de sus funciones al sugerir la privación de la libertad, cuando por su condición de interviniente no podía actuar en tal forma. Por su parte el ente fiscal y el Ministerio Público, que sí tienen esa potestad, solicitaron el internamiento en medio semicerrado; e) para adoptar la decisión apelada, no se tuvieron en cuenta los argumentos de la defensa respecto del grado de escolaridad del menor para el momento de los hechos, las manipulaciones de las que ha sido objeto por parte de su familia, su adecuado y consciente cumplimiento de la medida preventiva, el buen comportamiento mostrado en la institución especializada en la cual se encuentra interno, su arrepentimiento, el allanamiento a cargos desde la imputación y su motivación para mejorar su estilo de vida y abandonar sus deseos de venganza; f) su representado en ningún momento cometió actos de violencia, por lo que no puede ser considerado como un peligro para la sociedad ni podía ser sancionado como tal, de conformidad con las Reglas de Beijín.
Solicita se modifique la sanción de que fue objeto el menor, por una que no sea privativa de la libertad.        
6. Dentro del término de traslado otorgado a los no recurrentes, solo se pronunció el representante del Ministerio Público para pedir la confirmación de la sentencia recurrida, en razón a que el funcionario de primera instancia, contrario a lo afirmado por el Defensor del adolescente, sustentó su decisión en las normas vigentes que regulan la materia y en los hechos que resultaron probados en el proceso. En relación con el reproche dirigido contra la Defensora de Familia dijo que si bien esa funcionaria carece de facultad para sugerir la pena a imponer, el juzgado de conocimiento se sustentó en circunstancias ajenas a ese concepto para adoptar su determinación.   
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. Al tenor de lo dispuesto en los artículos 34 numeral 1º de la ley 906 de 2004 y 168 de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) le compete a este Tribunal adoptar la decisión de segunda instancia que en derecho corresponda, en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y formalmente sustentado por la Defensa. 

2. Está inconforme la recurrente con la sanción impuesta al procesado, privativa de la libertad en centro especializado por el término de veinticuatro meses y solicitó se modifique por una que no sea intramural.
La razón en que se fundamenta el recurso está debidamente identificada y a ella se ha de concretar la decisión que por medio de esta providencia se adoptará, teniendo en cuenta que sobre la responsabilidad penal del procesado nada se alegó y fue aceptada en la audiencia de imputación de cargos.
3. Es del caso entonces analizar si la sanción impuesta fue adecuada o si como lo plantea la recurrente, debe ser modificada por una que no sea privativa de la libertad.

4. El sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrado en la Ley 1098 del 2006 tiene aplicación para las personas cuya edad oscila entre catorce y dieciocho años
, que no padezcan discapacidad psíquica o mental
 y que hayan infringido el ordenamiento jurídico punitivo
, mediante un procedimiento que garantice la justicia, la verdad y la reparación del daño
, propendiendo siempre hacia el bienestar del encausado, su formación integral y la consideración de su condición especial como individuo en franco proceso de educación
; las medidas adoptadas por los jueces como sanciones a los penalmente responsables son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema para adultos, conforme al artículo 140 de esa ley.

El artículo 177 define las sanciones aplicables a los infractores
 a quienes se les haya declarado responsables de la comisión de una conducta jurídicamente reprochable, las cuales se cumplirán en programas de atención especializados del Sistema Nacional de Bienestar Familiar y deberán responder a lineamientos técnicos diseñados por el ICBF
. Tienen una finalidad protectora, educativa y restaurativa y se aplicarán con el apoyo de la familia y de especialistas
.

Para definir la sanción aplicable en cada caso, la ley de que se trata, en el artículo 179, señala como criterios a tener en cuenta, la naturaleza y gravedad de los hechos, la proporcionalidad e idoneidad de la sanción, las circunstancias y necesidades del adolescente y de la sociedad, la edad del infractor, la aceptación de cargos, el incumplimiento de los compromisos adquiridos con el juez y el acatamiento de las sanciones.

Al funcionario judicial se le otorga cierto margen de movilidad y en razón a que no se trata de una pena como tal sino de una sanción, consecuencia de la conducta desviada, puede ser modificada en el momento en que se aprecie variación del comportamiento del adolescente
.

Empero, en el asunto bajo estudio, la sanción que se impuso al joven está prevista en el artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia, modificado por el 90 de la Ley 1453 de 2011, que en su parte pertinente dice: 

“La privación de la libertad. La privación de la libertad en centro de atención especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho años (18) que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de seis años de prisión.

En estos casos la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración desde un (1) año hasta cinco (5) años, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes.

La privación de libertad en Centro de Atención Especializada se aplicará a los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años, que sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual.

En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración desde dos (2) hasta ocho años (8), con el cumplimiento total del tiempo de sanción impuesta por el juez, sin lugar a beneficios para redimir penas.

Parte de la sanción de privación de libertad podrá ser sustituida por cualquiera de las otras sanciones previstas en el artículo 177 de este Código por el tiempo que fije el juez. El incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá acarrear la aplicación de la privación de la libertad impuesta inicialmente o la aplicación de otra medida. En ningún caso, la nueva sanción podrá ser mayor al tiempo de la sanción de privación de libertad inicialmente previsto.”
4. En este caso se cumplen a cabalidad los requisitos objetivos que prevé el primer inciso del artículo trascrito para imponer al adolescente A.F.M.R. una pena privativa de la libertad, pues para la fecha de comisión del delito contaba con dieciséis años de edad y el punible por el que se le encontró responsable, porte ilegal de arma de fuego, lo sanciona el artículo 365 del Código Penal, modificado por el 19 de la ley 1142 de 2007, con pena de prisión de nueve a doce años. En este caso, además concurrió la causal de agravación punitiva, prevista en el numeral 3 del inciso tercero aquella norma, porque se opuso “resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades”.
Y fue esa la disposición que se aplicó en este caso, no la del inciso 3º que regula lo relacionado con la sanción a imponer al mayor de catorce años y menor de dieciocho, hallado responsable de ilícitos de homicidio doloso, secuestro, extorsión y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual, pues no fue una conducta como esa la que se sancionó. 

Por ello, no puede decirse que el funcionario de primera sede haya desconocido el principio de legalidad, como lo sostiene el recurrente. Así lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“Esta Corporación ha entendido así el aludido artículo 187:
De conformidad con lo establecido en el artículo 152 de la Ley 1098 de 2006, en el cual se reitera el principio de legalidad consagrado en general para toda clase de actuaciones judiciales y administrativas en el artículo 29 de la Constitución Política, “ningún adolescente podrá ser investigado acusado, ni juzgado por acto u omisión, al momento de la comisión del delito que no esté previamente definido en la ley penal vigente, de manera expresa e inequívoca. El adolescente declarado responsable por la autoridad judicial de la comisión de un delito sólo podrá ser sancionado con la imposición de las medidas definidas en la presente ley”. 
Si en virtud de dicho mandato sólo pueden imponerse al menor las sanciones definidas en la ley, es evidente que la privación de la libertad en centro de atención especializado procede exclusivamente en los eventos señalados en el artículo 187 de la Ley 1098 de 2006, es decir, cuando el delito por el cual se ha declarado su responsabilidad penal tenga prevista pena mínima de 6 o más años de prisión y el adolescente sea mayor de 16 años y menor de 18 años de edad; o cuando, siendo mayor de 14 años y menor de 18, se le haya declarado responsable de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual. En tales casos, en consecuencia, no es discrecional del juzgador imponer una cualquiera de las sanciones relacionadas en el artículo 177 de la Ley citada, como pareció sugerirlo el Tribunal Superior de (…) al calificar de “excesiva e innecesaria” la sanción de privación de la libertad impuesta por el a quo a (….), respecto de un cargo de hurto calificado y agravado penalizado legalmente en su extremo mínimo con 6 años de prisión. 
No había lugar en el presente caso, por consiguiente, a aplicar una sanción distinta a la impuesta por el a quo. Esta era la que correspondía de acuerdo con la ley y elegir una distinta habría comportado la transgresión del principio de legalidad…”
  
De tal suerte que es la ley la que determina la procedencia de la medida efectivamente impuesta y ella, sin duda, se encuentra en armonía con los preceptos internacionales que regulan la materia, como es el caso de las Reglas de Beijing, que no excluyen la de privación de la libertad; al contrario la tienen prevista para cuando el adolescente incurre en una conducta grave, como la cometida por el joven A.F.M.R., quien incurrió en la de porte ilegal de arma agravado.  

Por ello, tampoco puede acogerse el argumento del impugnante, en cuanto dice que el juez no calificó como agravada su conducta; por el contario, así procedió porque el adolescente, al ser requerido por los agentes de policía que patrullaban el sector donde se desarrollaron los hechos, procedió a amenazarlos y a apuntarles con arma de fuego, hecho aceptado por el procesado al allanarse a los cargos que le fueron imputados. 

La sanción, de acuerdo con la disposición citada, pudo establecerse entre doce y sesenta meses; el juzgado, tomando en cuenta el allanamiento de cargos la estableció en veinticuatro, teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, se reitera, el porte de arma sin permiso de la entidad competente y la resistencia violenta contra los Agentes de Policía, y las condiciones personales y familiares del adolescente, dado que según el informe de la Defensora de Familia, el menor tiene profundos sentimientos de venganza respecto de quienes dieron muerte a su padre y a su abuelo, victimarios que afirma ya tener identificados, siendo este el hecho que mueve los propósitos del joven y que lo llevó a cometer el ilícito objeto del proceso, de ahí que requiera una atención especializada e intensiva por parte del Estado.   
Esa sanción cumple las finalidades protectora, educativa y restaurativa a que se refiere el artículo 178 del código citado, principios que como lo explica la Corte:

“… La finalidad protectora de todas las sanciones apunta a alejar al menor transgresor y a prevenir a la sociedad de nuevas conductas delictivas por parte de éste; su carácter educativo o pedagógico está orientado a que asuma consciencia acerca del daño causado, y en función de ello adopte valores y principios que le permitan discernir la importancia del respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales; y el fin restaurativo, implica no solo que el adolescente, desde el punto de vista político social, adquiera sentido de responsabilidad con la reparación del perjuicio infligido a la víctima, sino también lograr su reincorporación a la sociedad para que consolide su desarrollo”
.

En conclusión, atendiendo a los criterios trazados por los artículos 179 y 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia para la definición de las sanciones, se estima acertada la decisión del juzgado de primera instancia, habida consideración de la gravedad y modalidad de la conducta enrostrada y la situación personal del adolescente, todo lo cual justifica la necesidad de someterlo a un proceso pedagógico obligatorio bajo la restricción de su libertad, en el que los profesionales del equipo interdisciplinario del ICBF, le brinden un tratamiento integral, para su reeducación y rehabilitación. Además, el término de veinticuatro meses establecido atiende a los criterios de ponderación, proporcionalidad y razonabilidad.

5. En relación con los demás alegatos de la parte recurrente, es menester indicar que si bien se analizaron las condiciones familiares del joven, esto último se hizo para enfatizar en el ambiente hostil en que desarrolla su vida y no para fundamentar la sanción a imponer, privativa de la libertad, que como se ha explicado a lo largo de esta providencia, la impone el legislador con el carácter de obligatoria respecto de las conductas delictivas como aquella en que incurrió el joven tantas veces mencionado.

Y aunque le asiste razón al señalar que el funcionario de primera sede omitió tener en cuenta los argumentos que formuló en la audiencia de imposición de sanción relativos al grado de escolaridad del menor, su arrepentimiento, sus deseos de encarrilar su vida y la adecuada manera como ha cumplido la medida preventiva, dichas circunstancias, pese a que revisten cierta relevancia, no las prevé el legislador como razones para dejar de aplicar el inciso 1º del artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia, modificado por la Ley 1453 de 2011, que, se reitera, ordena imponer, en casos como el que ahora se decide, una pena privativa de la libertad.

A condiciones como esas, con fundamento en la misma norma, podrá acudirse, en el futuro, para obtener que parte de la sanción impuesta sea sustituida por otra de las que allí se enlistan, por el tiempo que fije el juez, de acuerdo con las circunstancias individuales del adolescente y sus necesidades especiales. Es decir, el buen comportamiento del joven infractor y su adaptación adecuada al plan de trabajo que con él trace el ICBF, puede dar margen a que el funcionario que impuso la sanción analice si es posible cambiarla por aquella que propone la inconforme al sustentar el recurso.

6. Lo relacionado con la competencia de la Defensora de Familia en esta clase de procesos y concretamente en cuanto se alegó que no podía sugerir la sanción a imponer, es necesario indicar, para demeritar tal dicho, que las etapas del proceso penal son de naturaleza preclusiva y por tanto, si la defensa tenía algún reparo con dicha circunstancia ha debido plantearla en la diligencia respectiva, a lo cual no procedió, a pesar de que se le corrió traslado para que se pronunciara sobre el informe que rindió en la audiencia de imposición de sanción. De todas formas, la manifestación de esa funcionaria, en nada incidió en la decisión adoptada por el juzgado de primera sede, que la fundamentó, como se vio, en criterios diferentes. 
7. En conclusión, se confirmará la sentencia impugnada.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E

1. CONFIRMAR la sentencia proferida el 17 de mayo de 2017 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, en el proceso que por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, agravado, se adelantó contra del adolescente A.F.M.R.
2. Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Artículo 139 del Código de la Infancia y la Adolescencia.


� Inciso segundo del artículo 142, ibídem. 


� Artículo 139, ibídem. 


� Artículo 140, ibídem. 


� Sarmiento Santander, Gloria Lucía. Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. Fiscalía General de la Nación, Escuela de Estudios e Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses. Página 99.


� Artículo 177. Sanciones. Son sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal: 1. La amonestación. 2. La imposición de reglas de conducta. 3. La prestación de servicios a la comunidad. 4. La libertad asistida. 5. La internación en medio semicerrado. 6. La privación de libertad en centro de atención especializado.


� Ibídem.


� Artículo 178, Ibídem.


� El inciso segundo del artículo 178 del C.I.A. respecto de las sanciones aplicables a los adolescentes, prevé que las mismas están sujetas a modificación, así lo reza: “El juez podrá modificar en función de las circunstancias individuales del adolescente y sus necesidades especiales las medidas impuestas”.


� Sala de Casación Penal, sentencia de 22 de mayo de 2013, M.P. Javier Zapata Ortiz, radicado No. 35431. Providencia reiterada en el auto AP5779-2014 de 24 de septiembre de 2014, M. P. Eyder Patiño Cabrera, radicado No. 43244.


� Sala de Casación Penal, sentencia del 7 de julio de 2010.
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